Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 45 minutos.) 


- La Presidencia le indica a la Comisión que el señor Senador Viera desea referirse al famoso 
proyecto de ley sobre el Puerto de Aguas Profundas, que en este momento tiene el señor Senador 
Cardoso. Le comuniqué al señor Senador Cardoso que habíamos hecho gestiones porque compañeros 
Diputados habían planteado el tema. Me contacté con el Poder Ejecutivo, donde me respondieron que 
la intención no era que quedara aprobado de hecho sino que se discutiera como correspondía. En ese 
marco, me comuniqué con la Comisión multidisciplinaria del Poder Ejecutivo integrada por diferentes 
Ministerios y presidida por el Ministerio de Defensa Nacional, por el Subsecretario Jorge Menéndez, y 
que tiene como asesor legal del Poder Ejecutivo al señor Homero Guerrero. 


(Dialogados.) 


- Me comuniqué con ambos, me dijeron que se iban a reunir y les pedí que rápidamente 
solicitaran una entrevista a esta Comisión para poder acelerar los plazos. En particular, hablé con el 
señor Homero Guerrero porque es el jurista del equipo y me planteó que tenía la duda de que el plazo 
venciera realmente a los treinta días. De todas formas, creo que los señores Senadores habrán 
recibido el informe jurídico a última hora de la tarde de ayer. 


SEÑOR VIERA.- Recién lo estamos leyendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el informe jurídico, la Asesoría Legal del Palacio Legislativo ratifica que el 
proyecto de ley quedaría aprobado, de hecho, a los treinta días. 


Hablé con los compañeros Diputados y la idea que teníamos -y que le trasladé al señor 
Guerrero- era que nos enviaran una ley modificativa o un decreto para cambiar el contenido y evitar 
que el proyecto de ley quedara aprobado de hecho, en base a la ley de Rendición de Cuentas. 


Todavía no he recibido ninguna respuesta de parte del Poder Ejecutivo; voy a llamar 
nuevamente al señor Guerrero. Repito que el objetivo no es que sea aprobado de hecho sino que se 
discuta. El señor Senador Cardoso me comunicó su acuerdo con este proyecto de ley, pero igual 
corresponde que se discuta. 


SEÑOR VIERA.- Nosotros íbamos a plantear el tema en la sesión de hoy e, incluso, trajimos material 
porque -tal como lo ratifica el informe de la Asesoría Jurídica- es muy claro el texto del artículo 473 de 
la Ley de Presupuesto N* 18.719. En ese sentido, si este proyecto de ley entró el 2 de julio -tal 
como me han informado- el 2 de agosto vencen los treinta días y quedaría aprobada, en forma tácita, la 
habilitación del Puerto de Aguas Profundas. Estamos de acuerdo en que es una prioridad para el 
Uruguay, pero nos parece que el tema merece un estudio y un tratamiento más profundo y exhaustivo 
por parte de una Comisión y luego por el Pleno de ambas Cámaras. 


Todo esto viene a cuenta de este artículo de la ley de presupuesto, que es claramente 
inconstitucional. Se lo dijimos en su momento al señor Ministro en la Comisión -tengo aquí la versión 
taquigráfica- y lo reiteramos después en Sala, cuando lo votamos negativamente. Es un artículo 
inconstitucional y claramente inconveniente; el propio señor Presidente hoy lo está reconociendo, al 
decir que la intención no es que el proyecto se apruebe tácitamente. Embretar al Parlamento a que 
apruebe algo en treinta días no es lógico -los plazos legislativos no dan para ello- y, además, violenta 
claramente el numeral 9%) del artículo 85 de la Constitución de la República. Es a la Asamblea 
General a la que le compete habilitar puertos, y no al Poder Ejecutivo mediante una cláusula que va 
más allá de lo que establece la Constitución. Incluso, ese artículo determina mayorías especiales para 
algunos temas. En este caso, insisto, se va más allá de la reglamentación, se cambia el espíritu del 
Constituyente y, además, se nos pone en un brete para el cual, sinceramente, no sé cuál es la solución 
porque por un decreto tampoco se puede modificar una ley y, aunque se quisiera enviar un proyecto 


que modificara ese plazo, esto va a quedar aprobado tácitamente antes de que llegue ese proyecto al 
Parlamento. 


Realmente, creo que este proyecto en particular nace muy mal, a pesar de que compartimos 
la idea de construir un puerto de aguas profundas y ha estado en el anhelo, en los sueños y en el 
debate desde hace un siglo. Insisto: creo que esto no tiene solución, a menos que entablemos -y no lo 
descarto- una acción de inconstitucionalidad. 


SEÑOR MOREIRA.- Tengo entendido, por versiones de prensa, que el grupo del señor Representante 
Lacalle Pou iba a presentar -o presentó- una acción de inconstitucionalidad por este mismo tema, que 
por otra parte reconoce antecedentes en la Legislatura anterior. Recuerdo que en aquel entonces se 
había presentado un proyecto de ley, que se aprobó finalmente, en el cual se otorgaba la autorización 
genérica de punto a punto de la costa de Maldonado  -creo que era desde Piriápolis hasta la laguna 
Garzón- por un puerto que se quería hacer en Punta Ballena, para los cruceros. En aquel momento lo 
cuestioné porque lo consideraba inconstitucional; no se pueden dar autorizaciones genéricas de punto 
a punto de la costa, en la medida en que la Constitución hace referencia a una autorización concreta 
para un lugar específico. En este caso, por decreto se habla de un lugar específico, pero la ley no 
puede otorgar autorizaciones genéricas para poner el puerto en cualquier lugar de una costa de 
setenta kilómetros. La Constitución habla de habilitar puertos, pero, según todo lo que he leído, 
incluyendo a Justino Jiménez de Aréchaga, tiene que establecerse una localización precisa y no 
decirse que puede estar en una franja de setenta kilómetros. Repito que ya habíamos planteado la 
objeción en la Legislatura anterior, pero después el proyecto nunca se concretó. Quizás ocurra lo 
mismo con este puerto de aguas profundas en Rocha, pero existe el riesgo en un tema que, además, 
no está exento de polémica porque ha generado mucha resistencia entre gente de la zona. Creo que 
todos hemos coincidido en que sería una muy buena cosa un puerto de aguas profundas, pero la 
localización siempre es un tema controversial. Esto sucede con los puertos, los estadios, los basureros, 
etcétera, porque la gente no los quiere tener cerca. 


SEÑOR PENADÉS.- Es muy interesante la discusión que estamos sosteniendo, pero en la práctica 
aquí hay dos posibilidades; o que el 2 de agosto esto quede aprobado tácitamente porque no hay otro 
mecanismo que se pueda aplicar; o que el Poder Ejecutivo retire el proyecto de ley. Si sucediera esto 
último, nos permitiría volver a estudiarlo contando con las visitas de los Ministros. 


No se puede modificar hoy la ley que determina el plazo de treinta días; en realidad sí se 
puede, pero no afectaría a este proyecto de ley. Otra opción es que se dé por aprobado tácitamente, 
con la discusión parlamentaria que oportunamente se pueda llegar a tener, y que nosotros sigamos 
trabajando como si el proyecto continuara estando acá, recibiendo al señor Ministro de Transporte y 
Obras públicas, aunque la discusión ya no estaría centrada el proyecto de ley, sino sobre dónde va a 
estar ubicado el puerto, etcétera. 


Me parece que esas son las únicas dos soluciones, pero si el Gobierno tiene la voluntad de 
que esto salga por consenso, evitando el enfrentamiento político -que, sin lugar a dudas, se va a dar- 
sería bueno que el señor Presidente de la Comisión hiciera gestiones ante la Presidencia para que el 
proyecto sea retirado y se corte el plazo de los treinta días para, de esa manera, analizarlo y aprobarlo 
en los próximos treinta días. Si la Bancada de Gobierno quiere hacer lo mismo, podríamos buscar los 
mecanismos para que las dos Comisiones trabajemos en conjunto, por lo menos para recibir los 
informes porque eso facilitaría mucho el tema, si es que desde el Gobierno hay voluntad política para 
que esto no salga tácitamente el próximo 2 de agosto. 


SEÑOR VIERA.- Quiero complementar lo que ha propuesto o reflexionado el señor Senador Penadés 
diciendo que, de cualquier manera, me parecería interesante que se modificara la inconstitucionalidad 
de ese artículo, porque está claro que nos embreta a todos. Me parece que la forma de legislar no es 
acelerando los procesos reuniendo las Comisiones integradas de ambas Cámaras; entonces, me 
parece sano que además de retirar el proyecto de ley, se modifique ese artículo que es inconstitucional. 


SEÑOR ROSADILLA.- Acompañando el espíritu de quienes han hecho uso de la palabra, me parece 
que haríamos bien en encomendar de alguna manera al Presidente de la Comisión para que 
establezca las reuniones y realice los contactos que estime pertinentes a los efectos de trasladar la 


opinión de la Comisión. Sin embargo, aunque no quiero entrar en el fondo del asunto, con respecto a 
la localización precisa de los puertos me gustaría hacer notar que la localización del centenario Puerto 
de Montevideo es discutible. Cabe destacar que Presupuesto tras Presupuesto se sigue habilitando y, 
si mal no recuerdo, dicha habilitación va desde la Punta del Tigre -pasando Santa Catalina hacia el 
oeste- hasta el Buceo. Entonces, eso de la limitación precisa es, al menos, discutible. El hecho de que 
se habilita una extensión extremadamente amplia para la localización definitiva los puertos es historia 
centenaria en este país, pero quizá haya que corregirlo. No lo planteo para contrarrestar, porque lo 
primero que dije es que hago acuerdo en trasladar el estado de opinión que tiene esta Comisión y para 
no escapar a la discusión o a las eventuales opiniones que puedan existir al respecto, sino porque en 
la práctica siempre funciona con una habilitación amplísima. 


SEÑOR MOREIRA.- Es posible que tenga razón en cuanto a los antecedentes históricos del Puerto de 
Montevideo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A propósito, hace unos años la Administración Nacional de Puertos me envió 
un libro sobre la historia del debate, que se extendió durante cuarenta años, donde consta que la 
ubicación del Puerto pasó de un lado a otro, en lugares diferentes. Me tomé el trabajo de leerlo porque 
es un tema muyy interesante. 


SEÑOR MOREIRA.- También es absolutamente cierto que esa realidad no tiene nada que ver con la 
actual, el Uruguay de aquellos tiempos no tiene nada que ver con el de hoy. 


SEÑOR ROSADILLA.- Lo hacemos en cada Presupuesto Nacional. 


SEÑOR MOREIRA.- Sí, pero en aquel momento prácticamente no existía el ordenamiento territorial 
como disciplina científica ni había conciencia ambiental. Sin embargo, hoy la protección del medio 
ambiente es uno de los principios rectores del mundo. Todo eso, que implica armonizar el buen 
ordenamiento territorial con la protección del medio ambiente -que hoy es un valor humano 
fundamental- no era patrimonio de aquella época, pero actualmente son valores a salvaguardar. Creo 
que en eso hemos cambiado para bien, por lo que estoy totalmente en desacuerdo con decir que se 
puede localizar de aquí a Piriápolis. Como Intendente que fui, recuerdo haber mantenido discusiones 
con el Gobierno Nacional de turno respecto a la traza de las carreteras, la localización de los 
aeropuertos o la realización de dobles vías en lugares donde había árboles históricos. En este 
momento de ninguna manera puede decirse algo así; estoy convencido de que hay que analizar cada 
caso concreto. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quiero aclarar que el fondo del asunto está abierto; simplemente puse en 
conocimiento una situación. 


Por otra parte, no quisiera dejar pasar un comentario que se hizo. Quizás ahora haya más 
normas ambientales, pero no sé si hay más conciencia ambiental que hace cien años. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por lo menos hay más sectores de la sociedad interesados. 


En concreto, quiero decir que en el día de ayer hablé con el señor Guerrero, quien dijo que 
iba a hacer las consultas del caso, por lo que luego informaré a la Comisión al respecto. 


SEÑOR PENADÉS.- Como ya dije, hay dos alternativas. Una sería que el Gobierno retirara el 
proyecto y la otra -sería la ideal- que antes del 2 de agosto, que es cuando entra en vigencia la 
autorización tácita establecida en la Ley de Presupuesto, concurra el Ministro de Transporte y Obras 
Públicas a explicar el proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a considerar la Carpeta N2 741/2011 sobre 
tránsito y seguridad vial. 


Quiero comentar que la Fundación Gonzalo Rodríguez pidió ser recibida y respondí que lo 
haríamos con gusto. Sin embargo, por el contenido de la carta, entendí que lo que querían era que 
apuráramos la aprobación de este proyecto. Por tanto, les dije que, de recibirlos, se demoraría más su 
tratamiento y ellos mismos retiraron, mediante una nota, el pedido de entrevista. 


Recordemos que el año pasado concurrió la UNASEV a la Comisión para presentar el 
espíritu general de la ley y explicar lo fundamental de los artículos. 


A su vez, vale la pena decir que a instancias del acertado planteo del señor Senador 
Penadés, hablé con Marcos Carámbula respecto a la opinión que podía tener el Congreso de 
Intendentes. 


Posteriormente, como hubo cambio de autoridades, en mi llamado de saludo al Intendente 
Lafluf aproveché la oportunidad para pedirle que revisara esta temática. Me respondió que iba a 
consultar y que si había algún comentario, me llamaría. Hasta ahora no ha habido pronunciamiento 
alguno del Congreso de Intendentes. 


SEÑOR GALLO.- Este es un proyecto de ley que todos los aquí presentes hemos venido analizando 
durante un tiempo bastante prolongado. Creo que todos tenemos una opinión general con respecto a 
este tema: es necesario aprobar este proyecto de ley teniendo en cuenta lo planteado en la última 
reunión, cuando nos visitaron los representantes de la UNASEV hace menos de dos meses, 
exponiendo fundamentaciones que considero no controvertibles; es necesario avanzar. 


En aquel momento dije que podía haber algunas objeciones con respecto a algunos 
artículos, pero que pensábamos votarlo en el entendido de que debíamos hacer todo lo posible por 
avanzar, aun teniendo en cuenta que la instrumentación de algunos de los temas planteados en los 
artículos pudiera presentar alguna dificultad. Me parece que debemos ir a más. 


Por todo esto, planteo la necesidad de que aprobemos este proyecto de ley tal como está. 
Creo que esa era la opinión general en ese momento. Los Senadores del Partido Nacional y el señor 
Senador Viera así lo expresaron, aunque prefirieron analizarlo para saber si había algún artículo en 
particular en el que no se pudiera avanzar, pero eso aún no lo habían dilucidado. Ese fue el plazo que 
nos dimos cuando empezamos a tratar el proyecto de ley, a instancias del señor Senador Penadés, 
quien planteó aplazar la consideración del asunto para conocer la opinión del Partido Nacional respecto 
al proyecto en general. 


Como solamente falta conocer la opinión en general de los demás Partidos con relación a 
este tema -nosotros ya adelantamos nuestro opinión favorable al respecto- quisiéramos conocer la de 
los señores Senadores del Partido Nacional y del Partido Colorado. Si hubiera alguna objeción, 
comenzaríamos a discutirlo y, si no, lo votaríamos definitivamente. 


SEÑOR PENADÉS.- Señor Presidente: nosotros estamos a favor del proyecto de ley. 


Realmente, nos parece un proyecto tremendamente ambicioso y, por ser así, nos queda la duda de su 
posible aplicación, al igual que en tantos otros proyectos. En lo personal, no soy muy amigo de legislar 
sobre un mundo ideal, que no es el real, que no es el mundo en el que vivimos porque, con relación a 
muchas de las medidas que aquí se establecen como obligatorias -y que es correcto que lo sean- 
basta con bajar las escalinatas del Palacio Legislativo, salir a cualquier calle de Montevideo o cualquier 
ruta del territorio nacional para darse cuenta de que el ochenta por ciento de las cosas que se 
establecen y prohíben, no se cumplen. 


Es de esperar, entonces, que una vez que apliquemos la ley -adelanto que estoy a favor de 
votar esta iniciativa- las autoridades que tienen la obligación de hacerla cumplir, lo hagan. En esta 
iniciativa se establecen normas tremendamente severas que, sin duda, favorecen la seguridad y la 
propia vida de los transportistas, los transportados y los peatones, pero realmente constituyen una 
serie de exigencias tales, que será muy difícil que a corto plazo se puedan empezar a aplicar. Me 
pregunto: ¿quién no ha visto en nuestro país alguna moto -que se han convertido en una mezcla de 


sistema de transporte y arma mortal- transportando a un niño en medio de dos mayores? Debemos 
reconocer que esta realidad existe y es producto de que la gente necesita transportarse. 


Por otro lado, me surgen dudas en cuanto a las exigencias en el transporte de menores en 
los vehículos. Me parece muy bien que se obligue a utilizar sillas especiales en el caso de los niños, 
pero establecer -reitero que estoy a favor de esto y lo voy a votar- que los niños de entre 6 y 11 años, 
con 36 kilos como máximo, deban viajar en una silla, francamente me parece una exigencia difícil de 
cumplir, aunque seguramente sea lo que exijan los estándares internacionales. Reitero que estoy a 
favor de esta iniciativa y la voy a votar, pero va a ser muy difícil que se cumpla. 


Entonces, la sensación que queda es como que lavamos nuestras conciencias estableciendo 
cuáles son las obligaciones, pero si después no exigimos su cumplimiento como se debe, esto es letra 
muerta al otro día de aprobada la ley. Creo que más que nuestro apoyo para votar este proyecto, debe 
existir la voluntad de los Gobiernos Departamentales y de las autoridades nacionales de hacer cumplir 
esta normativa. Además, las sanciones deberían estar establecidas, ya que en el proyecto se 
establecen las prohibiciones y las regulaciones; supongo que las sanciones serán las previstas en los 
decretos reglamentarios de tránsito a nivel departamental. 


Otra duda que me surge es de carácter técnico legislativo. En algunos artículos se establece 
la obligatoriedad de dar cumplimiento a lo establecido en artículos de decretos. Por ejemplo, el artículo 
18 dice: “En todos los casos previstos en los capítulos lll y IV, se deberá dar cumplimiento a lo 
dispuesto en el artículo 16 del Decreto 206/2010 de fecha 5 de julio de 2010”. Mi inquietud es si es de 
buena técnica legislativa que una ley se refiera a decretos porque en el futuro estos pueden ser 
cambiados por el Poder Ejecutivo y, entonces, se hace imposible el cumplimiento de los artículos. No 
sé si no habría que decir a texto expreso lo que establecen esos artículos del decreto, como forma de 
convertirlos en ley. Es una duda que tengo. 


Por otra parte, se establecen algunas obligaciones. El artículo 30 dice: “Los peatones 
deberán utilizar vestimenta clara, elementos retro-reflectantes o dispositivos lumínicos destellantes, al 
circular en la vía pública (art. 4% Ley N* 18.191) en horas nocturnas o con reducida o nula 
visibilidad”. Obviamente, esto ya está en vigencia por cuanto refiere al artículo 4% de la Ley de Tránsito 
votada en la Legislatura pasada. Ahora bien, me pregunto: ¿quién cumple con esto? Pienso que en 
estos temas debemos tener una gran cuota de realismo. El artículo 14 también hace referencia al 
Decreto 206/2010 de fecha 5 de julio de 2010. Esta disposición establece que todos los vehículos del 
transporte colectivo de pasajeros en los servicios que superen los 120 kilómetros de recorrido, deberán 
poseer cinturón de seguridad en todos sus asientos. Al mismo tiempo, dispone que los asientos de la 
primera fila, los ubicados frente a escalerillas o pasillos y los enfrentados entre sí deberán poseer 
cinturones de tres puntas. 


Creo que con esta redacción vamos a recibir algún planteo de las empresas de transporte 
porque seguramente van a pedir una prórroga para la aplicación de la ley, como lo hicieron 
oportunamente los vehículos de transporte escolar. Como recordarán los señores Senadores, en aquel 
momento tuvimos que corregir la ley para darles un período de dos años a los efectos de que pudieran 
regularizar su situación. Sin duda, esto también significa un costo para las empresas de transporte. 


Quiero dejar esta referencia y señalar que podemos aprobar el proyecto de ley - desde ya 
manifiesto mi posición favorable- pero debemos reflexionar sobre algunas de las exigencias que aquí 
se plantean. 


SEÑOR MOREIRA.- Suscribo todo lo manifestado por el señor Senador Penadés. No hay nada peor 
que aprobar leyes que no se aplican. Y eso nos ha pasado, incluso, con la propia Ley de Tránsito y 
Seguridad Vial vigente, la N* 18.191, que en muchos lugares del territorio nacional no se aplica 
porque quienes están encargados de vigilar su ejecución y aplicación, no lo hacen. ¿Cuántas veces 
hemos escuchado aquí a representantes de la UNASEV hablando de que hay departamentos del país 
donde no se controla el uso del casco en las motos, de los cinturones y que los autos circulen con las 
luces prendidas durante el día? Lamentablemente, a veces la ley es un enunciado de buenos 
propósitos, que después no se compadece con la realidad. Además, la obligación de uso del cinturón 


de seguridad estaba en el artículo 31 de la ley, que luego fue ratificada y reglamentada por un decreto 
posterior. 


Por otra parte, el Decreto 206/2010 reglamenta, por ejemplo, quiénes deben usar el cinturón 
y, sin embargo, en general no se cumple. Entonces, estamos de acuerdo en que debemos ser muy 
minuciosos, pero creo que esto tiene mucho más contenido de reglamento que de ley. Digo que tiene 
contenido típico de un reglamento porque, por ejemplo, establece pesos máximos para los niños y 
también hace referencia a estaturas. Me parece que en este caso habría que darle al Poder Ejecutivo o 
a determinado Ministerio la posibilidad de reglamentar este tema. Además, hay que tener en cuenta 
que estas cosas pueden cambiar y después hay que aprobar otra ley para modificar algo que, a mi 
criterio, es materia de reglamento. 


El señor Senador Penadés habló también sobre el tema de las sanciones. Tengo entendido 
que en la Cámara de Representantes hay otro proyecto de ley que establece las sanciones. Me parece 
que tendría que haber venido todo en una iniciativa; no entiendo por qué separaron los proyectos. 
¿Coliden en ese tema? Reitero que me parece que todo esto debería ser materia de un solo proyecto. 
No conozco el contenido de la otra iniciativa pero, repito, creo que establecer por un lado obligaciones 
y por otro las sanciones no es de buena técnica legislativa. Acá establecemos las obligaciones sin 
saber cuál es el régimen sancionatorio. No entiendo por qué se hace de esta forma, no me parece 
lógico en absoluto. Quizás habría que coordinar una reunión con la Comisión de Transporte, 
Comunicaciones y Obras Públicas de la Cámara de Representantes, que debe estar estudiando este 
tema, para saber dónde estamos parados en esta materia. De otra forma, vamos a aprobar este 
proyecto de ley y después vendrá el tema de las sanciones. En definitiva, los Diputados no saben qué 
es esto y nosotros no sabemos qué es lo que están analizando ellos. 


Estamos de acuerdo en que hay que establecer estas normas, pero nos parece que habría 
que lograr una coordinación efectiva entre ambas cosas. 


SEÑOR VIERA.- Quiero señalar que comparto lo expresado por los señores Senadores preopinantes. 


Asimismo, deseo dejar constancia de que estamos dispuestos a votar este proyecto de ley - 
no podríamos oponernos a que se sancionara este tipo de obligaciones o exigencias- pero también 
queremos manifestar nuestra preocupación -aclaro que ya lo hicimos de manera formal- por el hecho 
de que, al no estar establecidas las sanciones, en la mayoría de los casos las disposiciones no se 
cumplen, tal como sucede en este momento en muchos lugares del país con la obligatoriedad del uso 
del casco, de circular con luces encendidas y de llevar puesto el cinturón de seguridad cuando se viaja. 
En aquellos departamentos donde existen ordenanzas que establecen sanciones, o sea que 
transforman en infracción el no uso del casco, del cinturón de seguridad o el circular con las luces 
apagadas estas normas se cumplen. 


Por lo expuesto, sugiero postergar la consideración de este asunto -a pesar de que ya se ha 
demorado algunos días- hasta que la Secretaría o la Presidencia tomen contacto con la Cámara de 
Representantes para ver en qué etapa de análisis está el proyecto de ley en ese ámbito; de pronto, 
podríamos juntar ambas iniciativas -enviando aquella para acá o esta para allá- y ver si las sanciones 
se corresponden con estas disposiciones o si las que están previstas para otros casos son diferentes y 
acá quedan sin establecerse. Parecería ser lo más adecuado y, en ese sentido, propongo que no se 
ponga a votación en el día de hoy, a pesar de que si así se procede, lo voy a acompañar. De todos 
modos -reitero- no creo que sea lo mejor. 


SEÑOR ROSADILLA.- Lógicamente, creo que todos coincidimos en que varias de las disposiciones 
que estamos analizando son de compleja o, diría, imposible aplicación, al menos en lo inmediato, y 
quizás otras ni siquiera puedan ser aplicadas. Me refiero, por ejemplo, al artículo 12 mediante el cual 
se prohíbe que los niños de hasta 12 años inclusive sean transportados de pie en los vehículos de 
transporte colectivo. Esto podría generar muchos problemas en algunas zonas de Montevideo y 
conflictos en general. Imaginemos, por ejemplo, que el último ómnibus que pasa en el día no pueda 
llevar ningún niño menor de doce años de pie; todos sabemos cuál es la situación del transporte 
colectivo en algunas zonas donde los ómnibus circulan llenos, donde se viaja extremadamente 


incómodo y es particularmente una odisea hacerlo entre las 18 y las 20 horas. Por eso dije que este 
tema tiene muchas complejidades. 


También podría citar el artículo 30, que establece que los peatones deberán utilizar 
vestimenta clara, elementos retro-reflectantes o dispositivos lumínicos destellantes al circular en la vía 
pública en horas nocturnas o con reducida o nula visibilidad. Aquí se plantean situaciones muy 
complejas, y no hablo de la prudencia sino de las dificultades de implementar esta normativa. 


Por supuesto, estoy dispuesto a votar este proyecto de ley, pero coincido en que a la hora de 
establecer la reglamentación, necesariamente va a tener que haber un tobogán muy largo para poder 
aterrizar en esas normas. 


Por otro lado, creo que en este tema hay un aspecto que deberíamos incluir en este momento, 
que son las obligaciones que el Gobierno Nacional debe cumplir para garantizar las condiciones 
mínimas de seguridad en la infraestructura vial. Por nuestra parte, entiendo que en este ámbito 
deberíamos regular la actividad de las personas que conducen vehículos y que son transportadas en 
ellos o circulan como peatones. En definitiva, pienso que debería haber una contrapartida de 
obligaciones de los Gobiernos en lo que tiene que ver con las condiciones de las infraestructuras viales 
en que el transporte se desarrolla, porque hemos visto en algunos casos que estas generan 
situaciones de peligro. Para dar un ejemplo, puedo mencionar lo que ocurre frente al Hospital Italiano, 
donde existe un hundimiento en la calle que los coches no tocan, simplemente, por casualidad. 


Quiero dejar constancia de que, a mi juicio, debemos regular en esta materia, porque si bien 
me parece correcto que la población deba respetar normas tendientes a disminuir la accidentalidad en 
el tránsito, también entiendo que lo relativo a las condiciones de la infraestructura vial también debe 
regirse por normas y recibir sanciones en caso de que no se cumplan. 


SEÑOR GALLO..- Quiero reiterar lo que manifesté al principio en cuanto a la necesidad de aprobar hoy 
este proyecto de ley. He dicho que en esta iniciativa existen algunos elementos que presentan 
dificultades, tal como expresó también el señor Senador Penadés al desarrollar sus argumentos. Este 
proyecto de ley, que es parte de una política del Gobierno llevada adelante por la UNASEV, intenta 
solucionar un problema que se ha convertido en una pandemia: los accidentes de tránsito; esa es una 
realidad que estamos viviendo todos los días. Frente a esa situación es necesario instrumentar 
condiciones adecuadas que permitan mitigarla. Las condiciones que se establecen en este proyecto de 
ley son las máximas, lo que no significa que en algunas circunstancias sean de difícil acceso. De todos 
modos, creo que eso no debería bloquear la posibilidad de tener el instrumento en la ley, más allá de 
que la instrumentación que pondrá en práctica la UNASEV será objeto de un seguimiento que implicará 
el uso de mecanismos tendientes a comprobar el efectivo cumplimiento de la nueva normativa. A mi 
entender, esa será la forma de trabajar en este tema. 


En definitiva, quiero decir que estoy convencido de que el objetivo fundamental, que es crear 
normas más estrictas para a este problema tan grave que estamos sufriendo amerita que votemos el 
proyecto de ley, más allá de los reparos que podamos tener al respecto. Creo que esos reparos serán 
motivo de seguimiento y de crear los mecanismos adecuados -esto es lo que se va a intentar hacer- 
porque, repito, el tema es tan grave que, en definitiva, todos somos responsables. 


Por estas razones, propongo que votemos este proyecto de ley en el día de hoy, a los efectos 
de incorporar rápidamente un instrumento que, aun con reparos -porque puede presentar alguna 
dificultad- es importante. Además, me parece fundamental que en el día de hoy demos el primer paso 
en la aprobación del proyecto de ley -porque se aprueba en la Comisión, luego pasa al Plenario y por 
último se envía a la Cámara de Representantes- a los efectos de acortar los plazos para solucionar el 
grave problema social y sanitario que está planteado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, quiero decir que la ley es una máxima que marca normas en 
base a una experiencia internacional y a criterios y, si bien tiene las particularidades de cada país, hay 
cosas que trascienden. Hay que tener en cuenta que la realidad del país ha golpeado tanto los ojos, 
que claramente ha identificado la necesidad de trabajar rápidamente sobre el asunto. 


Con respecto a las sanciones, me parece que perfectamente puede haber una discusión 
posterior porque primero se marcan las normas y después se ve el nivel de fijación de sanciones que 
llevará cada una de ellas. Creo que habrá un proceso de adecuación y puesta en práctica -salvo en 
algunos artículos que expresamente establecen plazos de vigencias punitivas como, por ejemplo, una 
disposición que fija doce meses de plazo y otra a partir del año 2014- por la vía de la reglamentación, 
y sería importante -coincido con lo que expresó el señor Senador Gallo- marcar estas normas 
generales para dar una señal a la sociedad. Quiero comunicarles que, como Presidente de esta 
Comisión, le envié un mensaje de texto al Presidente de la UNASEV, Gerardo Barrios, preguntándole 
cuál era la idea en el tema de las sanciones porque de acuerdo con lo que me dice la Secretaría, no es 
seguro que el proyecto de ley que ingresó en la Cámara de Representantes sea sobre las sanciones 
para esto. 


SEÑOR SECRETARIO.- No tiene nada que ver, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, tenemos que establecer que este sea el marco normativo y luego 
aprobar las sanciones. Por lo tanto, me sumo a la propuesta realizada por el señor Senador Gallo, en 
el sentido de votar esta iniciativa como forma de generar el marco legal, y luego, obviamente, hacer los 
contactos de manera rápida para ver cuándo llega al Parlamento el proyecto de ley con las sanciones. 


SEÑOR MOREIRA.- Los señores Senadores del Partido Nacional hemos hecho un brevísimo 
approach. De los Senadores que estamos aquí presentes creo que he sido el único que estuve en la 
Legislatura pasada cuando se aprobó la Ley de Tránsito. Recuerdo que era muy minuciosa y 
discutimos mucho y, tal como manifestó anteriormente el señor Senador Penadés, siempre sostuve 
que no hay peor ley que la que no se aplica. Entonces, por un tema de responsabilidad legislativa, me 
parece que tenemos que extremar los esfuerzos para que lo que votemos acá se aplique porque, en 
definitiva, si ello no ocurre después los responsables y culpables seremos nosotros. Esto es lo que 
sucede en el transporte escolar, pues se han ido venciendo los plazos de los cinturones de seguridad y 
quisiera saber si hoy se están cumpliendo las normas legales y reglamentarias; no lo sabemos. 
Entonces, señor Presidente, sinceramente, no voy a votar en estas condiciones -aunque coincida con 
el espíritu y con el texto- porque no sabemos si son sanciones para esto o para otra cosa. Creo que 
deberíamos esperar a que el señor Presidente realizara los contactos correspondientes en la Cámara 
de Diputados y la semana que viene -quizás el próximo miércoles, más informados- votaríamos con 
absoluta conciencia. 


A mi juicio, el tema de las sanciones es muy importante porque si votamos un proyecto de ley sin 
sanciones, estaríamos votando la nada porque luego habría que trabajar en otra ley o en un decreto 
reglamentario para establecerlas. Desde hace un tiempo tenemos este proyecto de ley en la Comisión 
y es por eso que insisto en la idea de tomarnos una semana para votar con toda la información. 


En estas condiciones -y creo que el Senador Penadés me acompaña en la decisión- no 
puedo votar en el día de hoy aunque coincida con el espíritu y con gran parte del texto. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quisiera hacer un par de consideraciones. Desde el punto de vista de las 
sanciones, estas normas se llaman “complementarias” y tienen por finalidad incorporar, en el marco 
normativo de la Ley N* 18.191, las normas que se traen a consideración. La Ley N* 18.191 sobre 
Tránsito y Seguridad Vial en el Territorio Nacional, en su artículo 53 y siguientes establece el régimen 
de infracciones y sanciones, el que se podrá compartir o no. Por tanto, creo que está incorporada en 
este texto, por tratarse de normas complementarias, una ley existente que ya contempla sanciones. 
Concretamente, el artículo 54 expresa: “La Unidad Nacional de Seguridad Vial (UNASEV) propondrá 
un sistema común de valores de sanciones para las infracciones a las disposiciones referentes al 
tránsito, ....”. Creo que las sanciones están, se trataría de anexar estas normas a la ley. 


SEÑOR MOREIRA.- No están. La ley de que se habla es del año 2007, es decir que tiene cinco años. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quizás no se ha hecho la reglamentación, pero la ley lo prevé. 


Por otra parte, quisiera referirme a algo que expresó el Presidente porque, en realidad, yo 
interpreto lo contario. El Presidente dijo que la ley expresa para algunos ítems algún plazo taxativo, 
pero creo que es exactamente al revés porque, a mi juicio, en aquellos artículos en los que no se 
establece plazo para su aplicación, la ley es de aplicación inmediata. Reitero que si no está fijado por 
ley un plazo a partir del cual empezará a regir, la aplicación es inmediata. Así lo entiendo y lo digo con 
modestia porque puedo estar equivocado. Quizás sea como el Presidente lo ha expresado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Recién tomé contacto con el Presidente de la Comisión de la Cámara de 
Diputados, quien me dijo que es sobre el marco normativo de la ley anterior, la que está vigente, sin 
estos agregados. Lo informo porque esto nos aclara una duda. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 
-Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 41 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


